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título o cualquier interesado en su inscripción podrá conocer la totali-
dad de los defectos que afectan a éste, sin necesidad de esperar a 
nuevas y sucesivas decisiones del funcionario calificador. De ese 
modo, y para el supuesto de que el legitimado activamente discrepara 
de la decisión adoptada, podría recurrirla en momento oportuno impri-
miendo al tráfico la necesaria agilidad sin merma o afección a las causas 
que fundan los artículos 254 y 255 de la Ley Hipotecaria.

Esta fue la razón que llevó a este Centro Directivo a afirmar en su 
Resolución de 1 de marzo de 2006 la imposibilidad de que el registrador 
esgrimiera en una primera calificación la falta de liquidación del título 
presentado a inscripción ex artículos 254 y 255 de la Ley Hipotecaria, para 
calificar de modo ulterior aduciendo otros defectos del mismo título una 
vez subsanado ése.

Y por idéntica razón, en la Resolución de 31 de enero de 2007, tras 
recordar en qué consistieron las reformas introducidas en el procedi-
miento registral por las Leyes 24/2001, de 27 de diciembre y 24/2005, de 18 
de noviembre, se afirmaba que «el carácter unitario que ha de tener la 
calificación (cfr. artículos 258.5 de la Ley Hipotecaria y 127 de su Regla-
mento), según la doctrina reiterada de esta Dirección General, exige que 
se incluyan en ella todos los defectos existentes en el documento, por lo 
que no es admisible someter dicho titulo a sucesivas calificaciones parcia-
les, de suerte que apreciado un defecto (aunque sea la falta de liquidación 
fiscal al amparo de lo previsto en los artículos 254 y 255 del Reglamento 
Hipotecario –cfr. Resolución de 1 de marzo de 2006–) no se entre en el 
examen de la posible existencia de otros en tanto aquel no sea subsa-
nado.

La precedente tesis, además, en modo alguno contraría la finalidad 
que subyace a los artículos 254 y 255 de la Ley Hipotecaria, pues –con 
independencia de que tuviera un origen determinado cuando la Admi-
nistración no contaba con los medios técnicos actuales–, lo cierto es 
que al día de hoy la aplicación de los preceptos de la Ley 30/1992 y de 
las reformas introducidas en el procedimiento registral exigen que 
tales artículos se interpreten sistemáticamente, no pudiendo admitirse 
una interpretación literalista que ampare un perjuicio para el intere-
sado.

Lo expuesto queda corroborado, asimismo, si se atiende a la finali-
dad perseguida por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, al introducir las 
nuevas tecnologías en el quehacer diario de las notarías y de los regis-
tros. La razón de esa notable modificación fue agilizar el trámite regis-
tral y la actuación notarial sin modificar su esencia. Así, y como es 
conocido, se regula el procedimiento de presentación telemática y el 
acceso telemático al contenido de los Libros. Igualmente, se pretendió 
de ese modo conocer adecuadamente los plazos de calificación exi-
giendo así su cumplimiento y, en su caso, las consecuencias de su 
incumplimiento [responsabilidad disciplinaria; en su caso, civil y de 
reducción de honorarios (artículo 18 de la Ley Hipotecaria y 18 del 
Código de Comercio)].

Pues bien, no puede admitirse la existencia de calificaciones sucesivas 
negativas del mismo documento, cuando en un solo trámite pueden expo-
nerse todos los defectos del mismo (artículos 18 y 19 bis de la Ley Hipote-
caria y 74 y 75 de la Ley 30/1992); y, además, implicarían un perjuicio real 
para la viabilidad del procedimiento de presentación telemática de títu-
los, en clara contradicción con el fundamento de las últimas modificacio-
nes introducidas en la Ley Hipotecaria.

En suma, el registrador debe al tiempo de la presentación del título, 
y aun cuando no se le hubiera acreditado el pago del impuesto, expo-
ner la totalidad de los defectos que aquejen al título y que impidan su 
inscripción. Por ello la suspensión del plazo de calificación e inscrip-
ción ex artículo 255 de la Ley Hipotecaria, por las razones expuestas, 
no puede interpretarse en el sentido de admitir diversas calificaciones, 
una para poner simplemente de manifiesto la ausencia de la acredita-
ción del pago, no sujeción o exención del impuesto y otra para, poste-
riormente, examinar o calificar el título y, en su caso, expresar defec-
tos que ya en ese momento anterior pudieron ser puestos de relieve en 
aras del carácter unitario de la calificación. La interpretación que ha 
de darse a tal precepto es la ya expuesta con reiteración por esta 
Dirección General, esto es, la que lleva a no practicar la inscripción del 
título pero expresar en una única calificación que cumpla con los 
requisitos exigidos por el artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria la tota-
lidad de los defectos que se achaquen a dicho título. De ese modo, se 
cumple con la finalidad de los artículos 254 y 255 de la Ley Hipoteca-
ria, en garantía de las diferentes Haciendas Públicas y, del mismo 
modo, no se perjudica al interesado en la inscripción que conocerá 
todos los posibles defectos que se aleguen como obstáculo de la ins-
cripción del título, dotando al procedimiento registral de la necesaria 
garantía, agilidad y celeridad.

3. Por último, respecto de la necesidad de liquidación del 
impuesto correspondiente a que alude la calificación impugnada, es 
cierto que el artículo 254 de la Ley Hipotecaria exige para la práctica 
de los asientos en el Registro de la Propiedad la previa justificación del 
pago de los impuestos que graviten sobre el acto o contrato cuya ins-

cripción se pretenda. Pero, como ya señalara la Resolución de este 
Centro Directivo de 21 de diciembre de 1987 y han recordado reciente-
mente las de 23 de abril y 9, 10, 11 y de julio de 2007, así como la de 16 
de febrero de 2008, la adecuada interpretación de este precepto 
implica que el Registrador, ante cualquier operación jurídica cuya 
registración se solicite, ha de decidir también si se halla sujeta o no a 
impuestos. La valoración que haga de este último aspecto no será defi-
nitiva en el plano fiscal, pues no le corresponde en cuanto tal la com-
petencia liquidadora respecto de los diversos tributos; sin embargo, 
será suficiente bien para acceder, en caso afirmativo, a la inscripción 
sin necesidad de que la Administración Tributaria ratifique la no suje-
ción, bien para suspenderla en caso negativo en tanto no se acredite 
adecuadamente el pago, exención, prescripción o incluso la no suje-
ción respecto del impuesto que aquél consideró aplicable. Entender el 
precepto debatido de otro modo, esto es, afirmar que el Registrador, al 
solo efecto de decidir la inscripción, no puede apreciar por sí la no 
sujeción fiscal del acto inscribible, supondrá una multiplicación injus-
tificada de los trámites pertinentes para el adecuado desenvolvimiento 
de la actividad jurídica registral, toda vez que habría de suspenderse el 
despacho de cualquier documento principal o complementario, en 
tanto no apareciese debidamente justificado el pago, la exención, pres-
cripción o no sujeción respecto de todos y cada uno de los Impuestos 
existentes en el sistema tributario vigente.

En el supuesto de hecho que ha motivado este recurso, hay base más 
que suficiente para estimar aplicable a la carta de pago solicitud de cance-
lación de hipoteca documentadas en la escritura la exención prevista en 
el artículo 45.I.B).18 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y entra 
dentro de las facultades calificadoras generales de la Registradora el 
apreciarla de oficio. Este es el criterio tradicionalmente sostenido, pues 
también esta Dirección General consideró apreciable de oficio la no suje-
ción (sin necesidad de aportar nota fiscal) respecto de las anotaciones de 
embargo en causa criminal u otras en las que la no sujeción fuera clara-
mente apreciable. Lo contrario sería –como se ha dicho– entorpecer 
injustificadamente la necesaria agilidad en la contratación inmobiliaria y 
mercantil, y supondría reducir la función registral calificadora a una 
actuación puramente mecánica.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación de la Registradora.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su 
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello 
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 7 de abril de 2008.–La Directora General de los Registros y del 
Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 7372 RESOLUCIÓN de 10 de abril de 2008, de la Dirección Gene-
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, por la 
que se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo, procedimiento ordinario n.º 1256/2007, 
interpuesto ante el Tribunal Superior de Justicia, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección 7, de Madrid.

Ante el Tribunal Superior de Justicia, Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, Sección 7, de Madrid, don Enrique González Iglesias, ha inter-
puesto el recurso contencioso-administrativo (Procedimiento Ordinario 
n.º 1256/2007), contra la Resolución del Director General de Relaciones 
con la Administración de Justicia, de fecha 7 de septiembre de 2007, des-
estimando el recurso de alzada interpuesto contra el Acuerdo de 23 de 
abril de 2007 del Tribunal Calificador Único de las pruebas selectivas de 
acceso por el turno de promoción interna en el Cuerpo de Gestión Proce-
sal y Administrativa, convocadas por Orden JUS/2976/2006, de 15 de sep-
tiembre (BOE 29.09.06).

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los 
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
49 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
de 13 de julio de 1.998, para que puedan comparecer ante la referida Sala 
en el plazo de nueve días.

Madrid, 10 de abril de 2008.–El Director General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, Ángel Arozamena Laso. 


